
 

4.5 MENORES EXTRANJEROS NO ACOMPAÑADOS 

4.5.1 Determinación de la edad 

Al igual que años anteriores, se han recibido numerosas quejas sobre los procedimientos de 

determinación de la edad incoados, tanto a extranjeros indocumentados como a otros que 

contaban con documentación acreditativa de su minoría de edad. 

Distintas asociaciones y abogados que han presentado queja ante esta institución, se han 

dirigido también al Comité de los derechos del niño de Naciones Unidas solicitando su intervención 

por la presencia de menores de edad en centros de internamiento de extranjeros. En los casos de 

los que ha tenido conocimiento esta institución, el citado comité solicitó a las autoridades 

españolas la no devolución de los interesados a su país de origen y su ingreso en un centro de 

menores, en tanto la reclamación se encuentre pendiente de examen. Se formularon varias 

sugerencias a la Fiscalía General del Estado y a la Policía Nacional, solicitando el cese del 

internamiento y la puesta a disposición de los servicios de protección, de acuerdo con lo requerido 

por el citado comité. Dichas resoluciones no fueron aceptadas, por lo que se han concluido las 

actuaciones con diferencia de criterio (17024562, 18002612 y otras). 

La suficiencia e idoneidad de las pruebas médicas practicadas para la determinación de la 

edad han sido objeto nuevamente de numerosas quejas. Se ha podido comprobar que persisten 

los casos en los que no se tienen en cuenta los parámetros y pautas fijadas en el Documento de 

consenso de buenas prácticas entre los institutos de medicina legal de España, cuyo contenido ya 

ha sido ampliamente referenciado en anteriores informes anuales. 

La Fiscalía General del Estado ha informado de que, a la vista de la dudosa fiabilidad de las 

pruebas óseas, de las omisiones detectadas en los informes médicos, así como de la necesidad 

de llevar a cabo la práctica de pruebas complementarias, ha elaborado la Nota Interna 2/2018 que, 

entre otros aspectos, específica el criterio de la fiscalía sobre las pruebas médicas de 

determinación de la edad y su valoración, recordando a los fiscales cuáles son los dictados de la 

ciencia médica sobre los métodos y pruebas a practicar, así como su fiabilidad. 

También dio cuenta de los contactos mantenidos con las autoridades andaluzas para 

mejorar la práctica de pruebas médicas en estos procedimientos. Si bien, considera que la única 

manera de resolver todas las deficiencias del sistema es mediante la aprobación de una ley 

específica que establezca un régimen de determinación de la edad uniforme y válido para 

cualquier orden jurisdiccional, común para todo el territorio nacional y sometido a control judicial 

directo.  

Se ha concluido la actuación comunicando a la Fiscalía General del Estado que el protocolo 

remitido, acordado para la provincia de Huelva, es coincidente en lo sustancial con la postura del 

Defensor del Pueblo. No obstante, se ha dado traslado de la preocupación de esta institución ante 

las reiteradas quejas que se reciben de Cádiz, Málaga, Granada o Almería. En dichas provincias 



se siguen dictando decretos para la determinación de la edad sobre la base de una única 

radiografía de muñeca, informada por el radiólogo de guardia del centro sanitario, sin realizar 

pruebas complementarias y sin que en todos los casos exista intervención forense que estipule la 

edad más probable del examinado (16007717, 16011486, 18003986 y relacionadas).  

En otra actuación, de la que ya se dio cuenta en el anterior informe anual, se solicitó 

información al Instituto de Medicina Legal y Forense de Cádiz sobre el informe forense 

realizado en un procedimiento de determinación de la edad, que concluía que «todos los datos 

orientan a una edad superior a 18 años, siendo definitiva la radiografía del carpo que permite 

establecer ese dato sin duda alguna». La anterior conclusión se adoptó sin que el forense tuviese 

a la vista la radiografía realizada y sin que el informe radiológico estipulase si la edad reflejada 

estaba referida a la ósea o a la cronológica, margen de error, horquilla de edades, etc. En la 

contestación, dicho organismo consideró poco afortunada la expresión «sin duda alguna», pero 

entiende correcta la conclusión alcanzada, que integró toda la información aportada y los 

hallazgos de la inspección física. Sobre el cumplimiento en la provincia de Cádiz de lo estipulado 

en el Documento de consenso de buenas prácticas, informa de la remisión de dicho documento a 

todos los médicos forenses, recordando la obligatoriedad de su aplicación (17023881). 

Con carácter general, la Fiscalía General del Estado ha aceptado que la única manera de 

abordar definitivamente el problema de la determinación de edad de extranjeros indocumentados 

pasa por la elaboración de un procedimiento legal específico, con validez general, que establezca 

un proceso integral de determinación de edad en un nuevo procedimiento que disponga el 

protocolo médico a seguir en cada caso, en el que la competencia estuviera atribuida a un órgano 

administrativo o jurisdiccional cuyas resoluciones, al no tener carácter cautelar, pudieran ser 

recurridas. Se ha propuesto que el borrador de Ley integral sobre violencia contra los niños 

incorpore un capítulo que regule el procedimiento de determinación de la edad (16005873, 

16006683, 16007047). 

Se reciben también numerosas quejas relacionadas con el procedimiento que siguen las 

distintas fiscalías provinciales. En el caso de Málaga, se formuló un Recordatorio de deberes 

legales a la Comisaría General de Extranjería y Fronteras para que pongan en inmediato 

conocimiento del ministerio fiscal la localización de extranjeros indocumentados cuya minoría de 

edad no sea indubitada. Se formuló una Recomendación a la Fiscalía General del Estado dirigida 

a dictar instrucciones para recordar a los fiscales que, en los procedimientos de determinación de 

la edad incoados a extranjeros sujetos a expedientes de devolución, se ha de dictar el decreto de 

mayoría de edad antes de la materialización de la devolución. Dicho decreto deberá notificarse de 

modo fehaciente al interesado y a su letrado, posibilitando su revisión judicial.  

La Fiscalía General del Estado contestó dando cuenta del esfuerzo interpretativo realizado 

para facilitar los criterios utilizados en la actuación de los fiscales. Si bien ha comunicado que 

difícilmente se pueden suplir las carencias legislativas, a su juicio, existentes. Acerca de la 

flexibilidad formal en la notificación de los decretos, considera adecuado que se adelante 

verbalmente el contenido del decreto a fin de evitar dilaciones, sin perjuicio de la ulterior 



documentación de la decisión y su comunicación a la entidad de protección de menores, en el 

caso en que se considere menor de edad al interesado. 

Respecto a la necesidad de asegurar el derecho a la tutela judicial efectiva en los 

procedimientos de determinación de edad, informó de las instrucciones dictadas y la modificación 

de las plantillas para que los decretos expliciten la posibilidad de su impugnación en sede judicial. 

Asimismo, informó de que los decretos reflejan que deben notificarse fehacientemente y se ha 

elaborado un acta de información que debe entregarse al interesado, en la que consta la 

posibilidad de acudir a un abogado para instar la modificación del decreto (17025641 y 

relacionadas). 

También este año hay que hacer referencia a las quejas recibidas por procedimientos de 

determinación de la edad incoados a menores de edad titulares de pasaporte.  

Se iniciaron actuaciones con la Fiscalía de Menores del Principado de Asturias por los 

decretos dictados que determinaban la mayoría de edad de dos extranjeros que contaban con 

pasaporte. En ambos casos no se tomó en consideración la fecha de nacimiento reflejada en los 

documentos, al considerar que se habían obtenido con certificados de nacimiento que, aunque 

eran originales, carecían de requisitos para considerar auténticos los datos que reflejaban. Se 

concluyó la actuación al interponer los interesados recurso judicial contra las resoluciones 

adoptadas (16010222, 17000432). 

Asimismo se han iniciado actuaciones por decretos dictados por varias fiscalías 

provinciales de menores (Madrid, Barcelona, Valencia, Granada, Melilla) a ciudadanos que 

portaban pasaporte, u otros documentos acreditativos de su minoría de edad (18012222, 

18012405, 18015496 y otras). 

Respecto a la revisión de los decretos de determinación de la edad, es preciso reiterar que 

sus caracteres de urgencia, provisionalidad e irrecurribilidad, conllevan su modificación, de 

aparecer información o documentación que acredite la edad del interesado. No obstante, la 

Fiscalía General del Estado considera que los pasaportes u otros documentos no serán suficientes 

para reconocer la minoría de edad del titular, en caso de ser contradictorios con pruebas médicas 

previas. Esta interpretación supone la imposibilidad, en la práctica, de revisar los decretos dictados 

en los casos de menores que cuentan con documentación acreditativa de su minoría de edad, 

pero que estaban indocumentados en el momento de su localización y fueron sometidos a pruebas 

de determinación de la edad (16010222, 17000432, 17023779). 

 

4.5.2 Registro de menores extranjeros no acompañados 

Como ya se informó en anteriores informes anuales, desde el año 2016, el Defensor del Pueblo 

inició de oficio una actuación con las entidades de protección de menores autonómicas y con 

la Comisaría General de Extranjería y Fronteras al objeto de conocer el número de menores 



extranjeros no acompañados en todo el territorio nacional y detectar, en su caso, las deficiencias 

existentes en el Registro de menores extranjeros no acompañados. 

Una vez recibidos todos los datos solicitados, se han constatado significativas diferencias 

entre ellos de manera que no permite conocer el número de menores extranjeros no acompañados 

que se encuentran en cada comunidad autónoma (16009988 y relacionadas). 

Desde el año 2011, la Fiscalía General del Estado coordina el Registro de menores 

extranjeros no acompañados que existe en la Dirección General de la Policía. Por tanto, los datos 

oficiales que se han de manejar para conocer el número de menores, se han de extraer de ese 

registro. La Fiscalía General del Estado no publicará los datos correspondientes al año 2018 hasta 

la presentación de su memoria anual, en septiembre de 2019. A la vista del aumento de llegadas 

irregulares, fundamentalmente por las costas, durante 2018, parece evidente que las cifras habrán 

cambiado. Sin embargo, al no contar con esos datos actualizados, se hará a continuación una 

primera reflexión tomando en consideración los datos a 31 de diciembre de 2017.  

Al finalizar 2017, 6.414 menores se encontraban inscritos en el citado registro. La mayoría 

de ellos son niños: 5.833 frente a 581 niñas. Andalucía acogía al mayor número de ellos: 2.209 

menores. El resto se distribuían, según los datos publicados por Fiscalía General del Estado en su 

memoria, del modo siguiente: Melilla: 917; Cataluña: 805; País Vasco: 695; Madrid: 478; Ceuta: 

261; Comunidad Valenciana: 296; Murcia: 224; Canarias: 123; Castilla-La Mancha: 79; Galicia: 71; 

Asturias: 70; Castilla y León: 46; Aragón: 43; Baleares: 35; Cantabria: 31; Navarra: 21; 

Extremadura: 9, y La Rioja: 1. 

También a 31 de diciembre de 2017, 1.293 niños aparecían como fugados. Destacan por 

su número los 343 fugados de Andalucía, los 308 del País Vasco o los 266 de Melilla. La Fiscalía 

calificó de «extraordinario incremento» las llegadas en patera de menores no acompañados 

durante 2017. Cifrando en 2.345 los llegados por esta vía y los compara con los 588 llegados en 

2016 o los 414 llegados en 2015. 

Estas cifras son contestadas por la mayoría de las comunidades autónomas que afirman 

que no se corresponden con su realidad. En septiembre de 2018 se celebró la Mesa de 

coordinación inter autonómica sobre menores extranjeros no acompañados, presidida por el 

Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. El Gobierno anunció la puesta en marcha de 

medidas de carácter excepcional para la mejora de la atención a los menores extranjeros no 

acompañados.  

Para sufragar los gastos de las entidades de protección de menores autonómicas se 

aprobó el Real Decreto 1340/2018, de 29 de octubre, por el que se aprueban las normas 

especiales reguladoras de las subvenciones que se otorgarán en régimen de concesión directa a 

las citadas entidades autonómicas para la atención a este colectivo durante 2018. La cuantía 

destinada para ese año ha sido de 38 millones de euros. Sin embargo, como quiera que los 

criterios de reparto se basan en los datos obtenidos del Registro de menores extranjeros no 

acompañados, ya han sido varias las comunidades y ciudades autónomas que han manifestado su 



disconformidad. Continúan abiertas las actuaciones, de cuyo resultado se dará cuenta en 

próximos informes anuales (15012933). 

A continuación se ilustra con algunos ejemplos esta situación. 

En Andalucía, según datos ofrecidos por el Defensor del Pueblo Andaluz en su informe 

anual de 2017, ingresaron en el sistema de protección de menores 3.306 nuevos menores 

extranjeros no acompañados (este dato llama la atención ya que, según la  Fiscalía General del 

Estado, fueron 2.345 los llegados por vía marítima a toda España durante 2017). A 31 de 

diciembre de 2017, según datos facilitados por la entidad de protección de menores, eran 1.309 

los menores extranjeros no acompañados que permanecían en el sistema de protección andaluz. 

Sin embargo, según el Registro de menores, eran 2.209 los acogidos en Andalucía en esa misma 

fecha. 

En Euskadi, el Ararteko, en su informe anual de 2017, daba cuenta de que no contaba con 

los datos completos correspondientes a ese año. Sin embargo, los datos que relaciona, relativos a 

la Diputación Foral de Vizcaya, son ilustrativos de las diferencias existentes entre los del Registro 

de menores extranjeros no acompañados y los facilitados por las entidades de protección de 

menores. Según esta entidad vizcaína, eran 711 los menores extranjeros no acompañados que 

habían llegado por primera vez a su territorio (desde el 1 de enero al 28 de noviembre de 2017). 

La citada cifra contrasta con los 695 que, según el Registro de menores extranjeros no 

acompañados, se encontraban registrados en toda la comunidad autónoma, a 31 de diciembre de 

2017. 

En Cataluña, según datos publicados por el Síndic de Greuges, durante 2017 la entidad de 

protección de menores atendió a 1.489 nuevos menores. Sin embargo, según el Registro de 

menores extranjeros no acompañados, a 31 de diciembre de 2017 eran 805. 

Para finalizar con estos ejemplos, se da cuenta del caso de la Región de Murcia. Según los 

datos ofrecidos por la entidad de protección de menores autonómica, fueron 412 los que acogieron 

durante 2017. Sin embargo, según datos del Registro de menores extranjeros no acompañados 

fueron 224. 

Las quejas recibidas permiten obtener algunas claves de las deficiencias existentes y 

explican, en parte, las diferencias en los datos facilitados. 

Así, en una actuación iniciada con los servicios de protección de menores catalanes, se 

comprobó que en el Registro de menores extranjeros no acompañados figuraba que el interesado, 

desde 2016, había estado acogido como menor de edad en las provincias de Melilla, Málaga y 

Granada. Desde febrero de 2018 constaba denuncia por la fuga del centro que tenía asignado en 

Motril (Granada), sin embargo, el citado registro no reflejaba que el menor había sido localizado en 

Barcelona, donde permaneció a disposición de los servicios de protección catalanes hasta su 

mayoría de edad. Igualmente no constaban datos registrados sobre la autorización de residencia 

de la que era titular. Se ha recordado a la entidad de protección de menores de Cataluña el deber 

legal que le incumbe de tramitar la autorización de residencia de los menores extranjeros 



tutelados, así como la obligación de dar traslado sin demora de todos los datos al Registro de 

menores extranjeros no acompañados. La Subdelegación del Gobierno en Barcelona, atendiendo 

el requerimiento efectuado desde esta institución, revocó de oficio la inadmisión a trámite de la 

autorización de residencia que había formulado el menor y retrotrajo sus efectos al momento en 

que fue puesto a disposición de la entidad de protección de menores (18011179).  

Otro ejemplo de las deficiencias existentes en el registro de datos de los menores 

extranjeros no acompañados se refiere a un grupo que fue detectado mientras pernoctaba en un 

parque de Madrid. Se solicitó información a los servicios de protección madrileños que informaron 

de que los menores se encontraban bajo su guarda o tutela. Tras la consulta realizada en el 

Registro de menores extranjeros no acompañados, se comprobó que uno de los menores 

constaba fugado de un centro en San Sebastián en 2015; otro de ellos figuraba de alta en un 

centro de Bilbao y figuraba un traslado a un centro madrileño en agosto de 2016, sin reflejar datos 

sobre las medidas acordadas con posterioridad y, por último, varios de los menores habían 

protagonizado numerosas ausencias de los centros de protección que tenían asignados, sin que 

estuvieran anotadas en el citado registro. 

Se recordó a los servicios de protección de menores madrileños el deber legal de 

comunicar a la Policía Nacional, los datos referidos a los menores extranjeros no acompañados, 

así como a su actualización (17011903).  

El Defensor del Pueblo ha de reiterar su preocupación ante la inexactitud de los datos 

contenidos en el Registro central de menores extranjeros no acompañados. El citado registro 

constituye uno de los instrumentos más eficaces para la protección del interés superior de los 

menores, por lo que resulta imprescindible abordar sin más demora su revisión profunda. 

 

4.5.3 Declaración de desamparo, asunción y cese de tutela 

Como en años anteriores, se han recibido un número significativo de quejas relacionadas con la 

demora en declarar el desamparo y asumir la tutela, por parte de los servicios de protección de 

menores andaluces. Esta situación no parece que pueda explicarse en exclusiva por el aumento 

de llegadas producido en 2018 ya que, como consta reflejado en anteriores informes anuales, es 

motivo recurrente de queja desde el año 2007. En 2018 se ha vuelto a recordar a la Consejería de 

Igualdad y Políticas Sociales el deber legal de tutela de los menores extranjeros no 

acompañados, de acuerdo con lo dispuesto en el Código Civil, sin prolongar la guarda más allá del 

tiempo necesario para su identificación y constatar la situación de desamparo (18003418 y otras). 

En otra de las actuaciones iniciadas con la citada consejería, se justificaba la demora en la 

asunción de la tutela de un menor por las continuas fugas del centro asignado. No obstante, el 

interesado fue puesto a disposición de los servicios de protección en abril de 2014 y el desamparo 

se acordó en marzo de 2016, por lo que se ha comunicado que no se considera que dichas 

circunstancias justifiquen la excesiva demora en declarar el desamparo y asumir la tutela del 

menor (17007152). 



Para finalizar este apartado, aunque en puridad no se trata del caso de dos menores no 

acompañadas, se ha de hacer referencia a la actuación iniciada en Melilla ya en los últimos días 

del mes de diciembre de 2018. Se tuvo conocimiento de que dos menores de edad marroquíes, 

gravemente enfermas, habían sido trasladadas al centro de protección de menores, conocido 

como Gota de Leche procedentes del hospital. Según se afirmaba se había negado la asistencia a 

ambas, alegando que no tenían derecho a la asistencia sanitaria al ser residentes en Marruecos. 

Ante la negativa de las madres a abandonar el servicio de urgencias, la policía local les retiró a las 

menores y las trasladó al centro de protección. Afirmaban también que las madres fueron 

trasladadas a los calabozos de policía local donde pernoctaron. Al día siguiente fueron trasladadas 

a la frontera y entregadas a las autoridades marroquíes por agentes de policía local.  

Se iniciaron actuaciones con la Delegación del Gobierno en Melilla que informó de que las 

detenciones se habían producido por agentes de policía local, y que la competencia correspondía 

a la Ciudad autónoma. Con posterioridad se pudo conocer que las madres volvieron a entrar a 

Melilla y que la entidad de protección de menores les devolvió a sus hijos. Los menores fueron 

trasladados finalmente a Málaga para recibir la atención médica que precisaba. Se suspendieron 

las actuaciones al conocer que las interesadas habían interpuesto una denuncia en el juzgado de 

guardia (18019890). 

 

4.5.4 Cuestiones relacionadas con las autorizaciones de residencia 

Han continuado las actuaciones por las demoras o no tramitación de la autorización de residencia 

que corresponde a los menores extranjeros no acompañados, tutelados por la Administración.  

Se ha de destacar que la Delegación del Gobierno en Melilla ha corregido en la práctica 

totalidad de los casos las deficiencias detectadas en este asunto y ha aceptado la Recomendación 

formulada e informado de las distintas medidas adoptadas para la agilización de los 

procedimientos de autorizaciones de residencia que afectan a menores extranjeros tutelados 

(16010322, 17018162, 17022542). 

Se han realizado también varias actuaciones con los servicios de protección de la citada 

ciudad autónoma y con la Policía Nacional dirigidas a la concesión de autorización de residencia a 

los menores tutelados y a la expedición de la Tarjeta de Identidad de Extranjero (17007881, 

17010402, 17018162, entre otras). 

Otra cuestión que sigue suscitando numerosas quejas se refiere a la situación de 

irregularidad documental en la que quedan estos menores al alcanzar la mayoría de edad. En este 

sentido, se iniciaron actuaciones con los servicios de protección de menores de la Junta de 

Andalucía y con la Subdelegación del Gobierno en Granada y la de Cádiz por la situación en 

la que había quedado un numeroso grupo de este colectivo, tras alcanzar la mayoría de edad sin 

documentar. 



Se inició también una actuación con los servicios de protección de menores de la 

Generalitat de Cataluña y con la Subdelegación del Gobierno en Barcelona por la queja de un 

menor que cumplió su mayoría de edad sin autorización de residencia, al no renovarse la 

autorización de residencia con la que contaba. Se concluyó la actuación, recordando a dicho 

organismo el deber legal de tramitar la autorización de residencia de los menores que se 

encuentran a su disposición en los plazos legalmente previstos. Asimismo, se solicitó a la 

Subdelegación del Gobierno en Barcelona la revocación de la resolución de inadmisión a trámite. 

La resolución de inadmisión fue revocada y se concedió la renovación de la autorización de 

residencia (18011179). 

También en la Comunidad Valenciana se intervino tras alcanzar la mayoría de edad sin 

documentar, un menor de edad que había pasado ocho meses a disposición de los servicios de 

protección de menores. En este caso, ya en los primeros días de 2019, se ha recibido respuesta 

de la Subdelegación del Gobierno en Valencia, rechazando la Sugerencia formulada. Los 

argumentos que justifican tal postura no pueden ser compartidos por esta institución, por lo que se 

ha elevado el contenido de la misma a la Delegación del Gobierno de la citada comunidad 

autónoma (18012034). 

 

4.5.5 Autorización para trabajar de los menores extranjeros no acompañados y su transición a la 

vida adulta 

Las dificultades para la inserción sociolaboral de los menores extranjeros no acompañados, 

mayores de 16 años, preocupan al Defensor del Pueblo. La principal herramienta para una 

efectiva integración es la incorporación al mercado laboral de este colectivo. Por lo anterior, ya se 

dio cuenta en otros informes anuales de la Recomendación formulada a la Secretaría de Estado 

de Migraciones para la concesión de autorizaciones para trabajar, que fue rechazada. Se reiteró 

de nuevo su contenido y se solicitó al citado organismo que tuviera en cuenta las graves 

consecuencias para estos menores. El Defensor del Pueblo ha de mostrar su preocupación y su 

discrepancia con la postura que mantiene la Secretaría de Estado de Migraciones en este asunto.  

La negativa a hacer constar en las tarjetas de identidad de los menores extranjeros no 

acompañados, mayores de 16 años, que se encuentran autorizados a trabajar, supone una 

discriminación y una diferencia de trato con el resto de menores, mayores de 16 años, tanto 

españoles como extranjeros, a los que la normativa autoriza a trabajar, en todos los casos, sin 

necesidad de realizar ningún trámite adicional (15000312, 16016514). 

Al alcanzar la mayoría de edad, los menores extranjeros tutelados se encuentran con 

problemas comunes a los que padecen todos los menores, con independencia de su nacionalidad. 

Las quejas recibidas se refieren a la escasez de recursos existentes para jóvenes ex tutelados por 

la Comunidad de Madrid. Se afirma que son derivados al SAMUR Social, donde se les asigna, en 

el mejor de los casos, una plaza temporal en centros de adultos para personas sin hogar, si bien 

en otros casos quedan en situación de calle. 



En su respuesta, el citado organismo expone que el Plan de Autonomía de la Comunidad 

de Madrid establece unas estrategias para facilitar el tránsito a la vida adulta de los menores 

sujetos a medidas de protección, siendo los pisos compartidos uno de dichos recursos. Existen un 

total de 92 plazas, en asociaciones que han firmado convenios con los servicios de protección de 

menores madrileños. Asimismo, se ha solicitado información sobre la implementación de recursos 

dirigidos a los jóvenes que, estando en acogimiento, alcancen la mayoría de edad y queden fuera 

del sistema de protección; hayan participado o no, con anterioridad en otros planes de preparación 

para la vida adulta (18003668, 18003933, 18004130 y otras). 

 

4.5.6 Actuaciones con menores de edad en los centros de internamiento de extranjeros (CIE) 

La presencia en centros de internamiento de menores, o de presuntos menores extranjeros, es 

una cuestión que preocupa al Defensor del Pueblo. En 2015, año en que se facilitó este dato por 

primera vez fueron 19 los menores detectados, 51 en el año 2016 y 48 en 2017. En 2018 fueron 

XX los menores puestos en libertad, tras acreditar su minoría de edad.  

Se han concluido las actuaciones realizadas tras las quejas recibidas por la presencia de 

menores de edad en el centro habilitado como Centro de Internamiento de Extranjeros en 

Archidona (Málaga). Se puso en conocimiento de la Fiscalía General del Estado el elevado 

número de menores localizados en dicho centro, sin ser detectados con anterioridad a su 

internamiento, ya sea por no manifestarlo los interesados, o porque los agentes actuantes no 

albergaron dudas sobre su mayoría de edad (17024562, 17024583 y otras). 

Una vez más, en visita no anunciada realizada al Centro de Internamiento de Extranjeros 

de Madrid, trece internos manifestaron su minoría de edad, por lo que se iniciaron actuaciones con 

la Fiscalía General del Estado sobre los procedimientos de determinación de la edad incoados y 

su resultado. Tras las actuaciones realizadas, tres de ellos fueron puestos en libertad tras acreditar 

su minoría de edad. En el resto de casos, los fiscales dictaron decretos reiterando la mayoría de 

edad (17014358, 17014359 y otras). 

Igualmente, se visitó el Centro de Internamiento de Extranjeros de Murcia, donde un grupo 

de siete internos manifestó a los técnicos actuantes su minoría de edad. Se iniciaron actuaciones 

con la Fiscalía General del Estado en relación con los procedimientos de determinación de la edad 

incoados, que se encuentran pendientes de contestación a la fecha del presente informe 

(18016304). 

De modo similar, se han recibido un número importante de quejas por la presencia de 

presuntos menores en los centros de internamiento de extranjeros de Tenerife, Algeciras, 

Valencia, Barcelona (18002612, 18005737, 18012086, 18015431). 

Especialmente grave es el caso de una menor localizada en Almería, que tras ser internada 

en el Centro de Internamiento de Extranjeros de Madrid, dada su evidente minoría de edad, fue 

sometida a pruebas de determinación de la edad por orden del juzgado de instrucción en 



funciones de control de CIE. En la resolución judicial se establecía que la edad cronológica de la 

interesada era «encuadrable en una edad de 14 o 15 años».  

Una vez más, se dio traslado a la Fiscalía General del Estado de la preocupación del 

Defensor del Pueblo ante las reiteradas quejas que se reciben por las carencias detectadas en las 

llegadas en patera a las costas almerienses y, en particular, el procedimiento que se sigue para la 

autorización de ingreso en un centro de internamiento. En su respuesta, se dio traslado del 

informe remitido por la Fiscalía Provincial de Almería que, en síntesis, consideraba que el 

procedimiento que se sigue para la determinación de la edad es correcto.  

Sin embargo, en la memoria de la Fiscalía General del Estado correspondiente al año 2017, 

se señalaba que en Almería es práctica habitual que la audiencia al extranjero, previa a la decisión 

judicial relativa al internamiento, se lleve a cabo sin estar presentes el juez ni el fiscal, según 

formularios al uso y sin que los letrados que asisten al detenido hagan constar ninguna pregunta o 

alegación. El caso de la menor detectada en el Centro de Internamiento de Extranjeros de Madrid, 

muestra la gravedad de la situación en Almería, y la necesidad de corregir con urgencia las 

deficiencias detectadas (18003986). 

Finalmente hay que hacer referencia a la conclusión de las actuaciones, tras las quejas 

recibidas durante 2017, por las condiciones en las que se encontraban los menores extranjeros no 

acompañados que se veían obligados a pernoctar en la Unidad Central de Menores ubicada en la 

Fiscalía de Menores de Barcelona. Se ha concluido la actuación dando cuenta de que la 

permanencia de los menores en dichas dependencias vulnera la previsión legal que establece que 

a los extranjeros indocumentados, cuya minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad, 

se les dará, por los servicios competentes de protección, la atención inmediata que precisen 

(17021222, 17023266 y otras). 

 

4.5.7 Visitas a centros de menores 

Centro de acogida inmediata de menores extranjeros no acompañados de La Línea de la 

Concepción (Cádiz) 

Los días 1 de agosto y 4 de septiembre de 2018, se realizaron sendas visitas no anunciadas 

comprobando que este centro acogía a 113 menores en la primera visita y 8 menores en la 

segunda, aunque ese mismo día se esperaba la llegada de 26 menores más. La ocupación 

máxima teórica del centro es de 25 plazas. 

El estado de conservación de las instalaciones era correcto, si bien, su capacidad se 

encontraba ampliamente desbordada en la primera visita. El centro está diseñado como centro de 

acogida inmediata de menores inmigrantes, sin embargo, se pudo comprobar que dos de los 

menores se encontraban en el mismo desde hacía un año. Asimismo, se comprobó que no 

contaba con personal suficiente con conocimiento de idiomas y formación específica en mediación 

intercultural, lo que se considera necesario para ejecutar un programa de acogida especializado 



en menores con estas características. Igualmente, se verificó la ausencia de material básico para 

alojar a los más de 100 menores que residían en el centro, muchos de los cuales pernoctaban en 

pasillos, en sábanas extendidas en el suelo. Las actuaciones continúan en trámite (18014428). 

 

Centro de atención de menores extranjeros no acompañados Nuestra Señora del Cobre de 

Algeciras (Cádiz) 

La visita, no anunciada, se realizó el día 5 de septiembre de 2018. Se comprobó que el estado de 

las instalaciones no es apto para su utilización como centro de menores. En la visita anterior, 

realizada hacía ocho años, se constató que las obras de mejora del centro que se habían iniciado 

se encontraban paralizadas. En ese mismo estado se encontraban en esta última visita. El 

material de construcción, en estado de abandono, no había sido retirado, suponiendo un riesgo 

para los menores. Asimismo, se evidenció la falta de mantenimiento de los dormitorios de los 

menores, sin que se hayan podido conocer los motivos por los que, a pesar de existir espacio 

suficiente, había menores que pernoctaban en colchones en el suelo.  

 La calidad de la intervención educativa y psicológica se ve seriamente comprometida por el 

desconocimiento de idiomas del personal que atiende a los menores, sin que la presencia de un 

mediador intercultural cuatro horas a la semana sea suficiente para paliar esta carencia. Se 

desconocen los criterios utilizados para el ingreso y traslado de menores a este centro y desde 

este, a otros de la comunidad autónoma. Ya en 2019 se ha tenido conocimiento de que se había 

procedido a su cierre provisional a la vista de las severas deficiencias que presentaban las 

instalaciones (18014425). 

 

Centro de menores San José-Hadú de Ceuta 

El 19 de septiembre de 2018 se visitó de nuevo el centro, de manera no anunciada, con el objetivo 

de comprobar las condiciones del mismo, así como de los menores que se encontraban en él. Se 

ha de destacar en primer lugar que el número de menores extranjeros no acompañados, tutelados 

por la Ciudad de Ceuta, supera ampliamente su capacidad material de acogida. El día de la visita 

el centro albergaba a 243 menores. 

Como ya se indicó en anteriores informes anuales, las instalaciones de este centro fueron 

habilitadas de manera provisional para acoger a los menores, aunque no reúne los requisitos 

necesarios para convertirse en un recurso residencial con carácter permanente. A pesar del 

constante mantenimiento que se realiza, es evidente el grado de deterioro de las instalaciones y 

sus graves deficiencias estructurales. Resulta imprescindible que se retome el proyecto, para la 

construcción de un centro de menores, en instalaciones adecuadas para dicho uso. 

La sobreocupación del centro provoca demoras en las gestiones para la escolarización de 

los menores. Se considera necesario aumentar la oferta formativa de los menores que no están en 

edad de escolarización obligatoria, tanto en el propio centro como por entidades y asociaciones 



ajenas al mismo. A la fecha de elaboración del informe, se está a la espera de recibir 

comunicación sobre las medidas adoptadas para corregir las disfunciones detectadas (18015052). 

 

Centro de Menores la Purísima de Melilla 

El 27 de septiembre se realizó una nueva visita no anunciada a las instalaciones de este centro. 

La ocupación del centro superaba con creces el número de menores que pueden ser atendidos en 

condiciones aceptables, sin contar con espacio suficiente para el número de menores que acoge, 

ni para construir nuevas dependencias. Al igual que en el caso de la Ciudad de Ceuta, se ha de 

destacar, en primer lugar, que el número de menores extranjeros no acompañados, tutelados por 

los servicios de protección melillenses, supera ampliamente la capacidad material de acogida de la 

ciudad. 

El centro no reúne características para ser considerado un recurso de acogimiento de larga 

duración, reiterando la necesidad de adoptar medidas que eviten la estancia de menores durante 

largos períodos, en ocasiones de más de cinco años. Sin embargo, en el momento de la visita, 

252 menores se encontraban en los cuatro módulos que tiene el centro con carácter residencial. 

Las condiciones de estas zonas del centro han mejorado desde la última visita, si bien, siguen 

sufriendo sobreocupación.  

Se deben habilitar recursos residenciales específicos para mayores de 16 años, que estén 

suficientemente preparados para iniciar el proceso de autonomía previo a la mayoría de edad, esta 

medida ayudaría a descongestionar las instalaciones. Se sigue detectando la práctica de esperar 

nueve meses para instar la tramitación de su residencia.  

 El módulo destinado a la primera acogida fue ampliado a 102 plazas, de las 44 con las que 

contaba inicialmente. En el momento de la visita presentaba una ocupación de 379 menores. La 

situación en este módulo es preocupante y la saturación que padece impide llevar a cabo las 

tareas más elementales desde el punto de vista socioeducativo. Además, se sigue detectando la 

práctica de ingresos provisionales de menores en el centro sin haber sido reseñados previamente 

en el Registro de menores extranjeros no acompañados. Las actuaciones continúan abiertas 

(18015266). 

Durante 2018 se ha recibido una nueva queja relacionada con malos tratos a menores en el 

centro. En este caso, se afirmaba que un menor había sufrido lesiones a manos de un trabajador 

del centro, por apuñalamiento. A la vista de la reiteración de hechos similares, se solicitó 

información sobre las medidas adoptadas para supervisar la idoneidad y la capacitación de los 

trabajadores que prestan servicio en los centros de menores. 

La Consejería de Bienestar Social de Melilla ha informado de la supervisión permanente 

ejercida sobre los menores sujetos a medidas de protección y sobre el personal que presta 

servicio en los centros, para lo que realiza visitas periódicas de inspección. Asimismo, comunica 

que se están instruyendo diligencias por las autoridades judiciales para el esclarecimiento de los 



hechos. Se ha suspendido la actuación iniciada con el citado organismo, quedando a la espera de 

la información solicitada a la Fiscalía General del Estado sobre el presente asunto (18012088). 

En los dos casos abiertos en años anteriores por presuntos malos tratos recibidos por 

menores en el centro, continúa el seguimiento de las actuaciones judiciales a través de la Fiscalía 

General del Estado. En uno de los casos se dictó auto de apertura de juicio oral por un presunto 

delito de trato degradante respecto a dos menores. En el otro caso, se dictó auto declarando la 

instrucción compleja, a finales de 2017, fijando el plazo de instrucción en 18 meses (15015383, 

17002763). 

 

Centro Asistencial de Melilla  

El 26 de septiembre se visitaron las instalaciones del Centro Asistencial de Melilla, popularmente 

conocido como «Gota de Leche», compuesto por varios edificios que albergan un pabellón de 

niños, otro de niñas, dos pisos tutelados y una casa cuna. Era la primera visita a esas 

instalaciones y tenían como objetivo principal, entrevistar a un grupo de menores extranjeras no 

acompañadas, tuteladas por la Ciudad de Melilla, que habían sido trasladadas de nuevo a ese 

centro, tras residir varios años en Palencia. 

El centro acoge a menores extranjeros no acompañados de corta edad, si bien los menores 

ingresados continúan en el mismo hasta alcanzar la mayoría de edad. En el momento de la visita, 

el módulo de niños albergaba a 50 menores, aunque su capacidad óptima es de 30 a 35. La casa 

cuna acogía a nueve bebés, siendo su ocupación máxima de doce menores. El módulo de niñas 

albergaba a 81 residentes, siendo su capacidad óptima de 35 a 40. En el piso tutelado, que se 

encuentra dentro de las instalaciones, residen seis menores próximas a la mayoría de edad. 

Se dio traslado de las conclusiones a la Fiscalía General del Estado, dando cuenta de que 

los pabellones destinados al acogimiento residencial de niños y niñas superaban su capacidad 

máxima, lo que repercute negativamente en la vida diaria de los menores y resulta incompatible 

con las características propias de un recurso de carácter residencial. Asimismo, se comunicaba 

que la distribución de los dormitorios de las niñas, abiertos al pasillo y dotados de literas, impide 

que puedan disfrutar de intimidad.  

Con anterioridad a la visita, se recibieron varias quejas por el traslado a Melilla de un grupo 

de trece niñas que residían en Palencia desde hacía varios años. En la visita realizada se tuvo 

ocasión de entrevistarlas. Manifestaron su disconformidad con el traslado, al estar plenamente 

integradas en esa ciudad. Todas ellas coincidieron en el buen trato que habían recibido y en el 

arraigo con el que contaban. Asimismo, afirmaron que no habían recibido notificación de su 

traslado a Melilla, ni se les había pedido opinión. 

Se iniciaron actuaciones con los servicios de protección de menores de Castilla y León 

y con la Fiscalía General del Estado. La citada entidad de protección de menores manifestaba 

no haber tenido relación alguna con estas menores, ni con el centro en el que se encontraban, que 



está regentado por una entidad con la que dichos servicios no mantienen convenio para la acogida 

de menores tutelados. 

La Fiscalía General del Estado informó de que el centro en el que se encontraban las 

menores era de titularidad privada y que se dedicaba a la atención de menores tutelados por la 

Ciudad Autónoma de Melilla, en virtud de un convenio de colaboración. En 2017 se solicitó su 

cierre temporal por la realización de obas y las menores fueron trasladadas a otro centro en 

Palencia, también de titularidad privada. Respecto a los motivos del traslado, se comunica que se 

debió al cese del convenio por su elevado coste; y a la negativa de la entidad de protección de 

Castilla y León a la suscripción de un nuevo convenio con la entidad gestora de la residencia. 

Ya en los primeros días de 2019, continuaron las actuaciones con la Fiscalía General del 

Estado para conocer los motivos por los que las menores no fueron escuchadas antes de adoptar 

la decisión del traslado, ni acerca del procedimiento seguido (18014217). 

 

Centros de primera acogida Isabel Clara Eugenia y Hortaleza, de Madrid 

Han continuado las actuaciones iniciadas en años anteriores con la entidad de protección de 

menores madrileña y con la Fiscalía General del Estado, tras la visita realizada a estos dos 

centros de primera acogida y al parque cercano, en el que pernoctaban un grupo de menores. Las 

actuaciones se referían a las condiciones de los centros, a las medidas adoptadas para el regreso 

de los menores, así como acerca de las alegaciones de malos tratos. 

En relación con los menores que frecuentan el referido parque, se ha informado de las 

medidas acordadas tras las reuniones mantenidas con técnicos de distintos departamentos del 

Ayuntamiento de Madrid. Se ha puesto en marcha un proyecto de intervención educativa, que 

incorpora mediadores socioculturales para trabajar junto con los educadores de los centros, así 

como educadores de medio abierto. Asimismo, se ha creado una comisión de seguimiento, en la 

que participan profesionales y responsables de los distintos organismos implicados. También se 

ha informado sobre la derivación de algunos de estos menores a recursos de protección 

adecuados a sus necesidades. Continúan abiertas las actuaciones para conocer el impacto que 

han tenido las medidas expuestas (16014447). 

Asimismo, se han concluido las actuaciones iniciadas con la Fiscalía General del Estado 

por unas alegaciones de malos tratos de un grupo de menores del centro. En la contestación 

remitida, se comunica que desde la Sección de Menores de la Fiscalía Provincial de Madrid se 

solicitó a la entidad de protección de menores información sobre los hechos denunciados, 

remitiéndose copia de los partes elaborados por los educadores de los turnos de mañana, tarde y 

noche del día de los hechos, cuyo contenido no se corresponde con lo relatado en la denuncia. La 

Fiscalía General del Estado comunica que no se han detectado indicios de la comisión de los 

hechos denunciados (17016460). 

 


